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Uno de los principales princ1p1os generales 
del Derecho es el de publicidad, a través de 
cuyo ejercicio se permite a la ciudadanía con­
trolar la actividad jurisdiccional y juzgar la efi­
ciencia y eficacia de la misma. Ello lleva in­
trínseco un mecanismo de "presión social" para 
con el juzgador, quien se ve obligado a velar 
por la correcta aplicación del derecho, so pena 
de sufrir el reproche del colectivo que lo ob­
serva . Con base en este postulado, esta sec­
ción pretende informar a la lectora y al lector 
cómo los tribunales de justicia aplican el dere­
cho a través de sus respectivas resoluciones 
judiciales, para que ella y él puedan juzgar la 
legalidad o ilegalidad de estas. Esta sección 
incluye, principalmente, tres rubros: justicia 
constitucional, justicia ordinaria y trabajo le­
gislativo. En el primero, "Justicia constitucio­
nal ", se presentan extractos de resoluciones 
relevantes , emitidas por la Sala de los Cons­
titucional de la Corte Suprema de Justicia, 
en procesos de amparo, hábeas corpus y de 
inconstitucionalidad, a través de los cuales se 
descubre la forma de hacer justicia de este 
tribunal con base en la Carta Magna. En el 
segundo , "Justicia ordinaria", se presentan 
extractos de resoluciones relevantes emitidas 
por los juzgadores ordinarios, como jueces 
de paz, de primera instancia, de instrucción, 
magistrados de cámaras, etc., que conozcan 
sobre asuntos relacionados con las distintas 
áreas del Derecho (civil , mercantil , laboral, ad­
ministrativo, penal, etc.), por medio de los cua­
les se conoce su manera de hacer justicia so­
bre asuntos a los cuales se aplica la ley secun­
daria. En el t rcer apartado, 'Trabajo legislati­
vo", se inf rma sobre las propuestas, apro­
baciones, d rogaciones o reformas de leyes, 
las cuale nstituyen la herramienta funda­
mental p r la actividad del juzgador y que, 
por tanto, fundamental conocer. 

Por tanto, se presenta a las lectoras y los 
lectores un panorama selectivo de la ley y la 
Constitución y su aplicación práctica, y se 
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les invita a observar y a constituirse en los 
principales jueces y juezas de quienes se en­
cargan de la administración de justicia. Por­
que es preciso que la ciudadanía se una al 
esfuerzo de fortalecer un verdadero Estado so­
cial y democrático de Derecho en El Salvador. 

JUSTICIA CONSTITUCIONAL 
Sentencia definitiva de amparo 

Identificación del caso 

Sentencia de amparo con número de refe­
rencia 126-2005, de fecha quince de marzo 
de dos mil seis, pronunciada en virtud de 
demanda incoada por la licenciada Brenda 
Marisol González de Bran 1, contra actuacio­
nes del Tribunal de la Carrera Docente, por 
violaciones a sus derechos constitucionales. 

Relación de los hechos y alegaciones 
jurídicas 

En esencia, la peticionaria manifestó que 
reclama contra la resolución proveída por el 
Tribunal de la Carrera Docente el día uno de 
febrero de dos mil cinco, en el proceso ad­
ministrativo sancionador incoado en su 
contra, con referencia número 1-2004, me­
diante la cual fue sancionada con la remoción 
de su cargo de Presidenta de la Junta de la 
Carrera Docente del Departamento de 
Cabañas, por atribuirse funciones que la ley 
no le confiere, en perjuicio del Ministerio de 
Educación, de conformidad a lo establecido 
en el artículo 7 5 de la Ley de la Carrera 
Docente. A su criterio, el citado Tribunal ha 
vulnerado sus derechos de seguridad jurídica, 
estabilidad laboral y petición , con inobser­
vancia al principio de legalidad. Por resolución 
del once de marzo de dos mil cinco, se de­
claró improcedente la demanda planteada en 
relación con la vulneración de los derechos 
de seguridad jurídica y el principio de legali­
dad, pero se admitió respecto de la resolución 
del Tribunal de la Carrera Docente, por medio 
de la cual se sancionó a la actora separándola 

de su cargo de Presidenta de la Junta de la 
Carrera Docente del departamento de Caba­
ñas, por la supuesta violación de sus derechos 
de petición y de estabilidad laboral. Se confirió 
traslado a la parte actora, quien, básicamente, 
señaló que, el veintinueve de abril de dos mil 
cuatro, presentó un escrito ante el referido 
Tribunal "·l .. ] en el cual entre otras cosas 
pedí que se tuviera por prescrita la acción 
incoada, alegando que la admisión de la 
misma volvía nula cualquier acción que 
diera inicio a un procedimiento, misma pe­
tición que ratifiqué en escrito que presenté 
a las trece horas y veinte minutos del día 
veintiuno de junio de dos mil cuatro, ante 
el referido Tribunal de la Carrera Docente, 
petición que nunca fue resuelta , razón por 
la cual reitero que tal omisión vulnera sus 
derechos de petición y de estabilidad laboral. 

Considerandos de la Sala de lo Constitu ­
cional 

En esencia , la señora Brenda Marisol 
González de Bran demanda al Tribunal de la 
Carrera Docente por haber omitido resolver 
la excepción de prescripción -contemplada 
en el artículo 89 de la ley de la materia-, 
que le interpuso de manera oportuna, previo 
a sancionarla con la remoción de su cargo 
de Presidenta de la Junta de la Carrera 
Docente de Cabañas, razón por la cual arguye 
que han sido conculcados sus derechos de 
petición y de estabilidad laboral. 1. En efecto, 
corre incorporada a este expediente judicial 
copia del escrito ante el Tribunal de la Carrera 
Docente, por medio del cual, entre otros 
aspectos, la señora González de Bran solicitó 
a la citada autoridad que revocara "[ .. . ] el 
auto donde se admite la denuncia, por haber 
prescrito la acción en base al artículo 89 de 
la ley de la Carrera Docente [ ... ]" . De igual 
forma , consta en este expediente judicial la 
pretensora presentó nuevamente una misiva 
ante el Tribunal demandado. Así, expresó 
"Que en la contestación de la demanda pedí 
como excepción perentoria la prescripción 

1. El nombre del demandante que aparece en esta sentencia ha sido cambiado a efecto de no revelar su verdadera 
identidad. 
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de la acción por lo que pido que se resuelva 
en sentencia'' . Ante tal situación, el Tribunal 
de la Carrera Docente proveyó los autos a 
través de los cuales admitió los escritos de la 
señora González de Bran y manifestó -en 
ambos casos- que "[ ... J sobre lo demás pe­
dido oportunamente se proveerá. El Tribunal 
de la Carrera Docente, en la segunda resolu­
ción resolvió , además, que habiendo presen­
tado las partes sus alegatos, el referido proce­
dimiento sancionador había quedado en es­
tado de dictar sentencia. No obstante lo ante­
rior, de la lectura de la sentencia del uno de 
febrero de dos mil cinco, se deduce que el 
Tribunal de la Carrera Docente omitió pro­
nunciarse sobre la petición de la actora. pues 
en ningún considerando de dicha resolución 
se hace referencia al examen y procedencia 
de la aludida excepción. Se deduce que el 
Tribunal demandado tuvo conocimiento de 
la excepción tantas veces mencionada y, a 
su vez, que en la sentencia definitiva, mo­
mento procesal para enjuiciar la procedencia 
de la misma , dicha solicitud no se resolvió; 
por lo que se concluye que la autoridad de­
mandada ha conculcado el derecho ele pe­
tición de la señora González de Bran. razón 
por la cual deberá ser amparada en su preten­
sión. En este caso en particular. adquiere 
mayor relevancia la protección de este de­
recho, en vista que la eventual resolución ele 
la autoridad demandada -respecto a la 
excepción perentoria en cuestión- incide de 
alguna manera en la estabilidad laboral de la 
actora. Ahora bien , como consecuencia de 
estimar la pretensión planteada, corresponde 
resolver sobre el efecto restitutorio de la sen­
tencia: (a) El efecto restitutorio en el presente 
amparo se traduce en ordenar al Tribunal 
de la Carrera Docente que deje sin efecto 
la sentencia definitiva de fecha uno de 
febrero de dos mil cinco, a fin de que se 
resuelva la excepción perentoria planteada 
por la licenciada González de Bran. ya que 
de la decisión que resulte, depende el fondo 
de la controversia. (b) Corresponde ahora 
establecer lo relativo a su responsabilidad. 
Dado que la autoridad demandada no ajustó 
su conducta a la normativa constitucional , tal 
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como ha quedado señalado, queda, además, 
a opción de la pretensora, de conformidad a 
la citada disposición constitucional, promover 
directamente contra los actuales miembros del 
Tribunal de la Carrera Docente que suscri­
bieron la sentencia en comento, y subsidia­
riamente contra el Estado, el proceso civil 
correspondiente en la respectiva sede ordi­
naria , dadas las obligaciones que se derivan 
del pronunciamiento de esta Sala estimando 
la violación constitucional. 

Fallo 

A nombre de la República. con base en 
las razones expuestas. y en aplicación de los 
artículos 32, 33, 34 y 35 de la Ley de 
Procedimientos Constitucionales. esta Sala 
FALLA: (a) Declárase que ha lugar el amparo 
solicitado por la licenciada Brenda Marisol 
González de Bran. por violación a su derecho 
de petición; (b) en virtud del efecto restitutorio 
de la presente sentencia estimatoria. ordénase 
al Tribunal de la Carrera Docente dejar sin 
efecto la sentencia definitiva del uno de 
febrero de dos mil cinco, a fin de que resuelva 
la excepción perentoria que le fue formulada , 
pues de la decisión que resulte depende el 
fondo de la controversia; (c) asimismo déjase 
expedito a la parte actora el derecho de pro­
mover, ante el tribunal competente y confor­
me a la legislación procesal común, el proceso 
civil ordinario de daños materiales y morales , 
directamente contra los actuales miembros del 
Tribunal de la Carrera Docente que suscribie­
ron la sentencia impugnada , y subsidiaria­
mente contra el Estado, por haberse compro­
bado la viol ción constitucional argüida de 
conformidad al artículo 245 de la Constitu­
ción de la 11 pública. 

Sentencia definitiva de hábeas corpus 

Identificación del caso 

Sentencia de hábeas corpus con número 
de referencia 142-2005, de fecha veinte de 
marzo de dos mil seis. Iniciado por solicitud 
de Heliodoro Juárez, a favor de Moisés 
Humberto Juárez Molina y Fernando Juárez 
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venta y dos , publicado en el Diario Oficial , 
número 152, con fecha veinte de agosto de 
mil novecientos noventa y dos, que contiene 
las Disposiciones Transitorias Especiales para 
la inscripción del Frente Farabundo Martí para 
la Liberación Nacional como Partido Político; 
y el segundo de fecha diecinueve de noviem­
bre de mil novecientos noventa y dos , publi­
cado en el Diario Oficial , número 317 , de 
fecha veinticinco de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos , mediante el cual se 
prorroga por treinta días la vigencia del ante­
rior; así como de la resolución del Tribunal 
Supremo Electoral, pronunciada el catorce 
de diciembre de mil novecientos noventa y 
dos , mediante la cual se inscribió como par­
tido político al FMLN. 

Relación de los hechos y alegaciones 
jurídicas 

El actor pretende la inconstitucionalidad 
de los decretos transitorios 303/1992 y 376/ 
1992, así como de la resolución del Tribunal 
Supremo Electoral , resultado del procedi­
miento establecido en dichos decretos. En el 
presente caso, el actor pretende que este 
tribunal declare la inconstitucionalidad de dos 
cuerpos normativos cuya vigencia ha cadu­
cado conforme al mismo carácter temporal 
o transitorio de su validez. Así, de confor­
midad con el artículo 1 O del Decreto 303/ 
1992, y luego de la prórroga de 30 días 
establecida en el Decreto 376/1992, la vali­
dez del primero ha expirado y, por tanto, ya 
no pertenece al ordenamiento jurídico. 

Considerandos de la Sala de lo Constitu­
cional 

Con respecto a la resolución del Tribunal 
Supremo Electoral, es preciso advertir que 
su impugnación se ha expresado en términos 
de conexidad con la inconstitucionalidad de 
los decretos 303/1992 y 376/1992. Es 
decir, el análisis propuesto por el actor re­
sultaría procedente únicamente en tanto se 
verifique la inconstitucionalidad de los decretos 
mencionados. 
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En ese sentido, la admisibilidad y proce­
dencia de los motivos de inconstitucionalidad 
de la resolución del Tribunal Supremo Elector­
al , está condicionada o solamente podría rea­
lizarse a partir de la admisión de los motivos 
de inconstitucionalidad de dichos decretos. 

Para verificar la procedencia del análisis 
de constitucionalidad de los decretos impug­
nados, resulta necesario determinar el tipo 
de pronunciamiento que este tribunal realiza 
en un proceso de inconstitucionalidad , a fin 
de dilucidar si pueden ser objeto de control , 
cuerpos normativos que han perdido su ám­
bito temporal de validez. 

En resolución de sobreseimiento del 18 de 
septiembre de dos mil uno, pronunciada en 
el proceso 15-98, se afirmó que el proceso 
de inconstitucionalidad persigue como fina­
lidad un pronunciamiento eficaz, en el sentido 
de que el mismo se traduzca en una modif i­
cación de la realidad material - la invalidación 
de la disposición que, como consecuencia del 
examen del contraste, resulte disconforme con 
la Constitución por vicio de forma o de con­
tenido-; lo cual solo puede ocurrir cuando 
la disposición impugnada se encuentra vigen­
te, vale decir, cuando mantenga su capacidad 
de producir los efectos imperativos propios 
de las disposiciones jurídicas. 

Es decir, uno de los requisitos esenciales 
para el adecuado planteamiento y subsistencia 
de la pretensión de inconstitucionalidad, con­
siste en la vigencia de la disposición o cuer­
po normativo impugnado; pues de lo contra­
rio, al no preservarse tal objeto de control, 
la pretensión carece de sentido al no existir 
el sustrato fáctico sobre el cual pronunciarse. 
Por tanto, para calificar la validez constitu­
cional de una disposición y para que la sen­
tencia de inconstitucionalidad surta efectos, 
es indispensable que el objeto de control se 
encuentre vigente al momento de conocer so­
bre su supuesta inconstitucionalidad . 

Dado que el mismo carácter temporal de 
dicho ámbito implica una privación de la 
validez de la norma -pérdida de fuerza nor­
mativa y vigencia-, se concluye que los cuer-
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pos normativos impugnados por el deman­
dante no pueden ser objeto de pronunciamien­
to jurisdiccional en un proceso de inconstitu­
cionalidad. 

Por tanto, debe declararse la improceden­
cia de la pretensión contenida en la demanda 
presentada por el ciudadano Guido Miguel 
Arturo Castro Duarte, en cuanto a la incons­
titucionalidad de los decretos legislativos nú­
meros 303/ 1992 y 376/ 1992 , pues el 
objeto material de su pretensión no se en­
cuentra vigente. 

En ese mismo sentido, corresponde de­
clarar la improcedencia de la pretensión con­
tenida en la demanda presentada por el ciu­
dadano Guido Miguel Arturo Castro Duarte , 
en cuanto a la inconstitucionalidad de la re­
solución del Tribunal Supremo Electoral, pro­
nunciada el catorce de diciembre de mil no­
vecientos noventa y dos, mediante la cual se 
inscribió como partido político al FMLN, se 
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aprobaron sus estatutos y se reconoció su 
personalidad jurídica. 

Fallo 

Con base en lo expuesto , jurisprudencia 
constitucional citada y en virtud del artículo 
6 , ordinal 3º, de la Ley de Procedimientos 
Constitucionales, esta Sala RESUELVE: De­
clárase improcedente la pretensión contenida 
en la demanda presentada por el ciudadano 
Guido Miguel Arturo Castro Duarte, mediante 
la cual solicita se declare la inconstitucionali­
dad de los decretos legislativos números 303/ 
1992 y 376/1992, así como de la resolución 
del Tribunal Supremo Electoral, pronunciada 
el catorce de diciembre de mil novecientos no­
venta y dos , mediante la cual se inscribió 
como partido político al FMLN, se aprobaron 
sus estatutos y se reconoció su personalidad 
jurídica. 
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